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CONFEDERACION NACIONAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL PERU

CONFENADIP 

Lima, 30 de Abril de 2012

Señor

Ms. Zonque Zanele Majodina

Presidente del

Comité de Derechos Humanos

Oficina del Alto Comisionado para los

Derechos Humanos de las Naciones Unidas (OACDH)

Palacio Wilson - 52, rue des Pâquis

CH-1201 Ginebra, Suiza.-

Informe de la Confederación Nacional de Personas con Discapacidad del Perú - CONFENADIP: 

Examen del 5º informe periódico del Perú


De nuestra más alta consideración:

Tras examinar el 4º informe periódico presentado por el Perú en su 70º período de sesiones, este Comité de Derechos Humanos estableció que éste debía presentar su 5º informe periódico el 31 de octubre de 2003. Pidió, además, que el texto del informe revisado entonces y las observaciones finales del Comité se publicaran y dieran a conocer ampliamente en el Perú, así como que el 5º informe periódico a presentar se difundiera entre la sociedad civil y organizaciones no gubernamentales que operan en el Perú
. Pero ninguna de estas solicitudes fue atendida.

Mediante el presente informe, la Confederación Nacional de Personas con Discapacidad del Perú (CONFENADIP) se permite alcanzar a este Honorable Comité información que da cuenta de la limitada manera como el Estado peruano viene cumpliendo con su obligación de tomar medidas para crear un entorno necesario y propicio en el que puedan realizarse plenamente los derechos civiles y políticos de todas las personas sometidas a su jurisdicción; incluyendo a las personas con discapacidad (PCDs). En particular, teniendo en cuenta que estos derechos, conforme al artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), deben ser respetados y garantizados a todos los individuos sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social
. 

Prima facie, quisiéramos destacar que, entre otras medidas dirigidas a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad, los Estados tienen el deber de promover y favorecer la toma de conciencia que incremente el conocimiento por las PCDs de sus derechos y la capacidad de reclamarlos. De acuerdo con el art. 8 de la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), “[l]os Estados Partes se comprometen a adoptar medidas inmediatas, efectivas y pertinentes para: a) sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome mayor conciencia respecto de las personas con discapacidad y fomentar el respeto de los derechos y la dignidad de estas personas; b) luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas respecto de las personas con discapacidad, incluidos los que se basan en el género o la edad, en todos los ámbitos de la vida; y c) promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y aportaciones de las personas con discapacidad.”

Empero, el Estado peruano no solo ha dado una escaza difusión a la CDPD, sino que ha dedicado muy insuficientes recursos presupuestales para ello. Así, por ejemplo, la Comisión Especial de Discapacidad del Congreso de la República publicó apenas 1,550 ejemplares impresos de ésta y 500 en sistema braille; mientras que la Comisión Nacional de Integración de la Personas con Discapacidad (CONADIS) publicó otros 5,000 ejemplares más, siendo notorio que este esfuerzo es manifiestamente insuficiente a la luz de la cantidad total de personas con discapacidad existentes en el Perú: más de 3 millones a la luz del Censo Nacional del 2007.  

Todo ello en un contexto en el que el Estado peruano no ha realizado ninguna campaña de diseminación de la CDPD, o difundido información contra los estereotipos, prejuicios y prácticas discriminatorias que prevalecen contra las PCDs en escenarios sociales como los colegios o medios de comunicación. No lo ha hecho en general, y tampoco en los medios de comunicación de alcance nacional (radio, televisión y prensa) con los que cuenta. 

Solicitar al Estado Peruano, que medias se han adoptado e  implementado para erradica los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas que afectan a las PCDs. 
Solicitar al Estado peruano como se viene implementando la toma de conciencia respecto de las capacidades y aportaciones de las personas con discapacidad: incluir campañas efectivas de sensibilización pública; así como también en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre todos los niños y las niñas desde una edad temprana, una actitud de respeto de los derechos de las PCDs; 
Solicitar de que manera los medios de comunicación difunden una imagen positiva de las PCDs; y si existen programas de formación sobre sensibilización que tengan en cuenta a las PCDs y los derechos de éstas. 

Quisiéramos recordar, en segundo lugar, que los artículos 6 a 11 del PIDCP integran un conjunto articulado de disposiciones básicas para la protección de la vida, la libertad y la seguridad física de los individuos, y que establecen prohibiciones específicas en relación con la tortura, los experimentos médicos no autorizados, la esclavitud y el trabajo forzoso, así como menciones relativas a los derechos de las personas privadas de libertad. Los artículos 12 y 13 del mismo, por su parte, tratan acerca de la libertad para entrar y salir de un Estado y para circular dentro de él. Estas normas son concordantes con las previsiones contenidas en los artículos 14, 15, 16, 17 y 18 de la CDPD. 

En su Informe provisional presentado en cumplimiento de la resolución 62/148 de la Asamblea General, el Relator Especial del Consejo de Derechos Humanos sobre la cuestión de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes,  llamo la atención sobre la situación de las PCDs que, con frecuencia, son objeto de desatención, formas graves de restricciones y reclusión y violencia física, psicológica y sexual; y sostuvo que estas prácticas, cometidas en instituciones públicas y en el ámbito privado, siguen siendo invisibles y no son reconocidas como tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Destaco asimismo que, tras la entrada en vigor de la CDPD y su Protocolo Facultativo, sería oportuno examinar el marco de lucha contra la tortura en relación con las PCDs. En la sección IV de su informe, el Relator Especial examinó el uso de la reclusión en régimen de aislamiento e hiso hincapié en que se ha demostrado claramente sus efectos negativos en la salud mental
. 

Con frecuencia, las PCDs suelen ser segregadas de la sociedad en instituciones de salud mental donde son privadas de su libertad por largos períodos de tiempo, cuando no por toda su vida, y muchas veces contra su voluntad o sin su consentimiento libre e informado. En estas instituciones las PCDs suelen ser también objeto de vejaciones incalificables, desatención, formas graves de restricciones y reclusión, además de violencia física, mental y sexual. Y el Perú no escapa a esta situación
. 

A este respecto, cabe señalar que la Defensoría del Pueblo del Perú llevo a cabo una acción de supervisión el año 2004 dirigida a determinar la situación de las personas con discapacidad psicosocial internadas en los establecimientos de salud mental - cuyos resultados fueron publicados en su Informe Defensorial 102
 - destacando que los servicios de salud mental en el Perú responden prevalentemente a un modelo de atención intramural o ultra institucionalizado. Es decir, un modelo que restringe la atención de los problemas psíquicos de modo aislado del entorno socio ambiental; y que, debido a su enfoque médico y no social, resulta contrario al enfoque de derechos de las personas con discapacidad psicosocial; en particular, porque pretende rehabilitarlas aislando a dichas personas de su propio entorno familiar y comunal. 

Para complicar aún más las cosas, el Estado peruano carece de voluntad política para disponer recursos alternativos extra hospitalarios insertos en la comunidad, que sirvan de base para implementar el modelo de rehabilitación comunitaria. De hecho, la supervisión realizada por la Defensoría del Pueblo, ocurrida entre mayo y diciembre del 2004 y aplicada sobre 6 establecimientos del Ministerio de Salud (MINSA) y 2 del Seguro Social de Salud (ESSALUD), permitió constatar (a) la ausencia del consentimiento de los/las pacientes para su internamiento y la inexistencia de formatos de hospitalización; la falta de verificación sobre la existencia de un/a curador/a al momento del internamiento; y (c) la carencia de un órgano de revisión de las órdenes de internamiento.

En relación con el derecho a un trato digno, el mismo informe de la Defensoría del Pueblo observó que las instalaciones de tres de los seis establecimientos del MINSA supervisados (Hospitales “Hipólito Unanue”, “Víctor Larco Herrera” y CREMI) eran bastante deficientes y se encontraron  en mal estado. Y a lo anterior se sumo la existencia de un considerable número de pacientes institucionalizados/as en situación de “N.N.” que carecían de documento nacional de identidad (DNI) y cuya evaluación médica se realizaba de manera irregular.
En general, los protocolos de atención en vigor prevén solamente la necesidad de solicitar el consentimiento informado de los/las familiares de los/las pacientes, (no de los pacientes), pero incluso estos no se cumplen; y, además, pocas veces se considera el derecho de los/las pacientes a recibir información y a dar su propio consentimiento. Tampoco se alude a la necesidad de respetar su privacidad y admitir los pedidos que pudieran formular para someter las decisiones médicas a una segunda opinión, entre otros derechos. Ninguno de los hospitales que emplea la terapia electro convulsiva (ECT) la practica con anestesiólogos y relajantes musculares, salvo en casos excepcionales, sobre todo, cuando se trata de ancianos o personas con riesgo de fracturas y/o de hemorragia endocraneana. De los seis establecimientos donde se practica la ECT, únicamente el Instituto Honorio Delgado–Hideyo Noguchi y el Hospital Herminio Valdizán poseen equipos modernos, abastecidos con mecanismos que permiten controlar la intensidad y el tiempo de las descargas de corriente alterna, y controlar sus efectos electroencefalográficos. Los demás hospitales practican dicha terapia con equipos antiguos, de más 20 años, e incluso con equipos “artesanales”, los que ofrecen mayores probabilidades de fallas en el procedimiento y de efectos adversos en los/las pacientes.

Con relación al respeto  al derecho al respeto de la privacidad de la persona, la Defensoría del Pueblo tomó conocimiento que en el Hospital Honorio Delgado el personal de enfermería permanece presente durante las visitas de los/las familiares. Y ello, según explicó el personal de salud concernido, para tomar conocimiento del tipo de relación que existe entre los/las pacientes y sus familiares. Según se señaló, además, luego de la visita se explica a los/las familiares cómo deben hacer para relacionarse con los/las pacientes; y se les informa sobre los motivos por los cuales éstos/as adoptan determinadas conductas.

Respecto a la posibilidad que tienen los/las pacientes de mantener comunicaciones privadas mediante los servicios de correspondencia, la Defensoría del Pueblo pudo constatar que en ninguno de los hospitales supervisados los/las pacientes pueden enviar cartas.
Con anterioridad a este informe de la Defensoría del Pueblo, una investigación de Mental Disability Rights International (MDRI) sobre la situación de la salud mental en el Perú, llevada a cabo entre octubre del 2002 y febrero del 2003, había encontrado varias violaciones graves a los derechos humanos de las personas con discapacidades mentales. Entre ellas, la existencia de un trato inhumano y degradante al interior de las instituciones respectivas; la proliferación de situaciones de discriminación en la provisión de los servicios sociales y de salud; el incumplimiento del consentimiento informado; y violaciones al derecho a la integración comunitaria, entre otras. 

En su informe sobre la Salud Mental en el Perú, por su parte, el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre el Derecho a la Salud
, señaló en febrero del 2005 que existen importantes disparidades entre los objetivos oficiales y las obligaciones nacionales e internacionales en materia de derechos humanos, por un lado, y la realidad de los servicios sanitarios que se prestan a las personas con discapacidades mentales, por otro. El relator especial observó, además, que la prestación de servicios de salud mental se encuentra muy centralizada en el Perú, de modo que es inaccesible para una gran parte de la población; y que es proporcionada mayoritariamente en grandes instituciones psiquiátricas, lo que deniega a las personas con discapacidades mentales los derechos a ser tratados y atendidos en comunidad en la que viven, así como de vivir y trabajar en ella, en la medida de lo posible. El relator destaco, igualmente, la vulnerabilidad de los usuarios de los servicios psiquiátricos, en particular, los que están internados en grandes hospitales psiquiátricos, ante la violación de diversos derechos humanos al ser atendidos. 
Solicitar al gobierno peruano información sobre la implementación de medidas, leyes, planes y programas para que las personas que son objeto de tratamiento en instituciones de salud mental reciban un trato digno y se vean libres de tratos crueles, inhumanos o degradantes, así como para que puedan ejercer su derecho a ser tratadas y atendidas en la comunidad en la que viven, así como de vivir y trabajar en ella, en la medida de lo posible.

El derecho a la salud es un derecho incluyente que comprende libertades, como la de no ser sometido a tratamiento médico sin dar su consentimiento, y derechos, como los derechos a servicios sanitarios y los factores que determinan que se tenga salud como un sano entorno natural y profesional, información y cursos de higiene o una buena alimentación.
En el Perú, empero, y por ausencia de voluntad política estatal para cumplir con sus obligaciones internacionales en este ámbito, existe una notoria insuficiencia de infraestructura y equipamiento en el servicio de rehabilitación. En efecto, la enorme mayoría de servicios de rehabilitación se encuentran en los hospitales. Y de los 485 hospitales existentes, sólo 75 tienen servicios de rehabilitación; de los cuales 38 corresponden al MINSA, 26 pertenecen a ESSALUD y 7 a las Sanidades de las Fuerzas Armadas y Policiales. Asimismo, del total de hospitales del país, apenas 10 tienen servicio de atención de salud mental. 

De los 75 hospitales con servicios de rehabilitación, 45 se encuentran en Lima - ciudad capital del Perú - y 30 en el resto del país. Es totalmente inexistente de los servicios de atención de discapacidades en las zonas rurales del interior del país. 
En lo referente a la atención a través del Seguro Integral de Salud (SIS), que es un sistema de seguro para personas de bajos recursos, el Decreto Supremo N° 004-2007-SA dispuso que la cobertura de este seguro abarque solamente la detección y recuperación de trastornos de la agudeza visual y ceguera en niños (solamente relacionados estrabismo y cataratas); y la atención quirúrgica e intervenciones de rehabilitación solamente en las instalaciones de salud de primer nivel. El tope máximo de inversión anual por persona es de S/12,000.00 (US $ 4,494). 

La norma mencionada señala en el capítulo “Exclusiones Específicas” de atención, a daños propios de las personas con discapacidad como son la parálisis cerebral y otros síndromes paralíticos;  las secuelas de traumatismos, envenenamientos y de otras consecuencias de causas externas; las lesiones auto-infligidas (muy propias y consecuentes de discapacidad psicosocial). Y lo más grave es que la rehabilitación podría reducirse a cero, como consecuencia de dos normas emitidas posteriormente por el Ministerio de Salud y ESSALUD. Se trata de la Resolución Ministerial 616-2003-SA/DM, que omite como órgano de línea a la medicina de rehabilitación dentro de la estructura orgánica de los establecimientos de salud, y de la Resolución de Presidencia Ejecutiva 258-PE-EsSalud-2003, que desaparece la Subgerencia de Rehabilitación Profesional del Reglamento de Organización y Funciones de la División de Prestaciones de ESSALUD.

La consecuencia del acusado déficit de servicios de rehabilitación en el Perú, es que sólo el 5% de las PCDs recibe atención especializada y sufren también de un acceso limitado a las ayudas bio mecánicas, pues no se ha implementado en el Perú un banco de ayudas, a pesar de la existencia de normas que le dan creación desde el año 2004. No se ha diseñado ni implementado, tampoco, un sistema de vigilancia epidemiológica de las discapacidades que monitoree los cambios de la estructura de las discapacidades y deficiencias. 

Tampoco se desarrollan programas preventivos. En el Perú existen 25 mil empresas obligadas a pagar el Seguro Complementario de Trabajo de Riesgo y únicamente seis mil lo hacen. Entre las 19 mil que incumplen destacan las empresas de los sectores electricidad y construcción. La atención de la salud y la rehabilitación es de carácter institucionalizado. No se promueve la atención comunitaria dentro de la zona rural y urbana marginal. Y en lo que respecta a salud mental, existe un severo problema de acceso a los medicamentos para tratamiento de trastornos psiquiátricos, por sus costos altos y la cronicidad del tratamiento. Factores que se suman a la situación de pobreza en la que con frecuencia viven estas personas, debido a su condición de discapacidad y de marginación social y laboral. 

El costo promedio de los neurolépticos atípicos es mayor al doble o al triple del salario básico en el Perú, mientras que los costos de los medicamentos genéricos son de aproximadamente doce dólares estadounidenses al mes. La diferencia entre los medicamentos atípicos y genéricos se debe, en buena medida, a un impuesto de importación del 18%, además de las tarifas gubernamentales, lo cual comprende un 20-30% del costo global de los medicamentos al momento que llegan al usuario.  La calidad de los medicamentos psicotrópicos también varía ampliamente, y los medicamentos más económicos tienen efectos secundarios más pronunciados que debilitaban al paciente y para los cuales tenían que prescribirse otras medicinas. Como resultado de esto, existe solamente una pequeña distancia entre el costo final de los medicamentos atípicos y de los medicamentos genéricos menos costosos. Y a esto se añade que el Ministerio de Salud no ha incluido los trastornos mentales dentro de la cobertura del Seguro Integral de Salud.

El Congreso de la República aprobó la Ley Nº 28588 en julio de 2005 declarando prioritaria la implementación del componente de salud mental en el Seguro Integral de Salud. Sin embargo, el Decreto Supremo N° 004-2007-SA que establece el Listado Priorizado de Intervenciones Sanitarias de aplicación obligatoria para todos los establecimientos que reciban financiamiento del SIS, del 17 de marzo de 2007, indica que en lo referente a salud mental, solamente se atenderá la “Detección de problemas en salud mental”. Y, como ha sido referido ya, los servicios de salud mental en el país responden prevalentemente a un modelo de atención intramural o ultra institucionalizado que es contrario al enfoque de derechos de las personas con discapacidad psicosocial. Una parte de la explicación de esta problemática reposa en limitaciones de orden presupuestal (según datos observados de la pagina web del Ministerio de Salud del 2010 la asignación presupuestal para la atención de las personas con discapacidad representaba entonces solo el 3.8% de los gastos del sector); y ello se debe, principalmente, a la manifiesta ausencia de un enfoque de derechos en la atención de la salud.

Solicitar al gobierno del Perú qué medidas se han adoptado para revertir la situación de las personas con discapacidad psicosocial internadas en los establecimientos de salud mental; y garantizar sus derechos mediante la modificación de la impronta de sus servicios de salud mental que responden prevalentemente a un modelo de atención intramural o ultra institucionalizada. 

Asimismo, solicitar al gobierno peruano información sobre leyes programas y políticas implementadas que amplíen la cobertura del componente de salud mental en el Seguro Integral de Salud (SIS); para poner al alcance de las PCDs bancos de ayudas; para dotarse de un sistema de vigilancia epidemiológica de las discapacidades que monitoree los cambios de la estructura de las discapacidades y deficiencias; o para revertir el déficit de servicios de rehabilitación en el Perú.

Confiamos, Señor Presidente, en que la información e inquietudes que aquí son planteadas puedan contribuir a que vuestro próximo examen acerca de la situación de los derechos humanos civiles y políticos en el Perú tenga también en cuenta la particular – y no siempre visible – situación de los derechos de las personas con discapacidad en este campo; y que, asimismo, tengamos la oportunidad para discutir con usted y los miembros del Comité que tan dignamente preside sobre estas cuestiones tan importantes para nuestra comunidad. 
Agradeciendo la atención que dispense a la presente, aprovechamos la oportunidad para expresarle las muestras de nuestra especial consideración.
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Atentamente,
Sonia Malca Silva

Presidenta
� EMBED MSPhotoEd.3  ���








� Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos: Perú. CCPR/CO/70/PER. 15 de noviembre de 2000, párr. 25.  


� Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (POIDESC), art. 2.1. También, Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), art. 4.1.


� Informe provisional del Relator Especial sobre la cuestión de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes. Asamblea General de las Naciones Unidas, Sexagésimo Tercer Período de Sesiones, tema 67 a) del programa provisional. Promoción y protección de los derechos humanos: aplicación de los instrumentos de derechos humanos. A/63/150. 28 de julio de 2008, pg.2. 


� Véase por ejemplo el informe de la organización Mental Disability Rights International sobre el Perú (2004) en www.mdri.org.


� Ver en http://www.defensoria.gob.pe/inform-defensoriales.php


� HUNT, PAUL. informe sobre la Salud Mental en el Perú. E/CN.4/2005/51/Add.3, 4 de febrero de 2005
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